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CONVENIO DE COLABORACIÓN Y ASISTENCIA OPERATIVA 


PARA INTERVENCIONES DE INACTIVACIÓN Y DERRIBO 


 


Entre el MUNICIPIO DE RECONQUISTA, representado en este acto por el Sr. Intendente Dr. AMADEO 
ENRIQUE VALLEJOS, con domicilio legal en calle San Martín 1077 de la ciudad de Reconquista, 
Provincia de Santa Fe, en adelante “EL MUNICIPIO”; y por la otra parte el MINISTERIO DE JUSTICIA 
Y SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE SANTA FE, representado en este acto por el Sr. Ministro, Abog. 
PABLO COCOCCIONI, con domicilio legal en calle Primera Junta Nº 2823 de la ciudad de Santa Fe, 
Provincia de Santa Fe, en adelante “EL MINISTERIO”; quienes en forma conjunta podrán ser 
denominados como “LAS PARTES”, convienen celebrar el presente CONVENIO DE 
COLABORACIÓN Y ASISTENCIA OPERATIVA PARA INTERVENCIONES DE INACTIVACIÓN Y DERRIBO, 
de acuerdo a los antecedentes y cláusulas que se detallan a continuación: 


ANTECEDENTES:    


Que el presente se celebra en virtud de las competencias propias establecidas en la Ley 14224 
para el Ministerio de Justicia y Seguridad, y la Ley 14.239, por el cual la Provincia adhiere al régimen 
de desfederalización parcial en materia de estupefacientes y establece pautas de intervención 
gradual, monitoreada e integral, con participación activa de organismos estatales de todos los 
niveles y de las comunidades directamente afectadas. 


Que, en el marco legal citado se celebró un Convenio de Colaboración y Asistencia entre el 
Gobierno de la Provincia y el Ministerio Público de la Acusación -MPA- por el cual le corresponde a 
éste,   bajo intervención judicial competente, la dirección jurídica de las investigaciones y la solicitud 
de las medidas urgentes necesarias para hacer cesar el estado antijurídico, pudiendo incluirse, 
cuando correspondiere, el derribo de instalaciones montadas para el tráfico ilícito, el desalojo de 
inmuebles usurpados o apropiados para tal fin, o la restitución inmediata a sus legítimos 
poseedores o tenedores. 


Que la misma normativa prioriza especialmente en el art. 4° la persecución penal de supuestos 
vinculados a mercados abiertos, utilización de armas de fuego, participación de personas en 
situación de vulnerabilidad, distribución en búnkeres, puestos fijos y demás espacios públicos, así 
como aquellos hechos que alteren la tranquilidad pública, impliquen apropiación de instalaciones 
o lugares de uso público o produzcan degradación del espacio urbano. 


Que el MPA estableció que se trata de uno de los objetivos priorizados en el Plan de 
Persecución Penal, definió los lineamientos institucionales sobre la implementación progresiva y 
dispuso la conformación de un Equipo de Trabajo sobre Microtráfico para que centralice las 
gestiones sobre esta materia en el ámbito de la Fiscalía General, el cual se desarrolla de modo 
coordinado y conjunto con las cinco Fiscalías Regionales. 


Que la ejecución material de las medidas de inactivación, derribo, saneamiento y recuperación 
requiere coordinación interinstitucional entre el Ministerio de Justicia y Seguridad, el Ministerio 
Público de la Acusación, la Justicia competente, la Policía de la Provincia de Santa Fe y los gobiernos 
locales, en particular cuando resultare necesario disponer maquinaria, personal operativo, logística 
urbana, cortes preventivos, señalización, limpieza, retiro de escombros y acciones de recuperación 
barrial. 


Que la Provincia de Santa Fe viene desarrollando una política pública orientada a la 
prevención, investigación y desarticulación del microtráfico de estupefacientes, con especial 
atención sobre los inmuebles, instalaciones, construcciones o estructuras utilizadas como puntos 
de venta al menudeo, comúnmente denominados “búnkeres”, en tanto generan degradación del 







espacio urbano, apropiación territorial, violencia altamente lesiva y afectación directa a la 
tranquilidad pública de los barrios. 


Que el MUNICIPIO, por la nueva Ley Orgánica de Municipios N° 14436, por su artículo 17 - 
Seguridad y convivencia ciudadana se encuentra habilitado a desarrollar acciones de prevención 
social del delito, de monitoreo y vigilancia y de promoción de la convivencia pacífica en su territorio, 
reconociendo que la seguridad pública, la actuación de las fuerzas de seguridad y el monopolio del 
uso legítimo de la fuerza constituyen deberes indelegables e irrenunciables de la Provincia. 


Que la misma ley en el art. 18 la habilita a celebrar con la Provincia Convenios de colaboración 
e implementar mecanismos de cooperación técnica y financiera; fortalecer capacidades 
institucionales y administrativas; planificar, ejecutar y evaluar políticas públicas de interés y utilidad 
común; y para concertar el ejercicio de facultades concurrentes e intereses comunes. 


Que EL MUNICIPIO, en el marco de sus competencias municipales y de su política de control 
público, seguridad urbana, la gestión de sus intereses locales, ordenamiento territorial, prevención 
comunitaria, videovigilancia, tránsito, protección civil, mantenimiento urbano y cercanía con los 
vecinos, se encuentra en condiciones de prestar colaboración operativa, logística y territorial, sin 
sustituir ni invadir competencias judiciales, fiscales, policiales o provinciales. 


Que resulta conveniente establecer un instrumento jurídico que ordene la colaboración 
municipal, delimite responsabilidades, preserve la legalidad de las intervenciones, proteja al 
personal afectado, garantice trazabilidad documental y asegure que todo apoyo municipal se brinde 
exclusivamente ante requerimiento formal y en el marco de actuaciones judiciales, fiscales y el 
apoyo administrativo competente. 


Que, en virtud de lo expuesto, LAS PARTES acuerdan suscribir el presente convenio, conforme 
las cláusulas que a continuación se enumeran. 


CLÁUSULAS: 


PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio tiene por objeto establecer un marco de colaboración, 
coordinación y asistencia operativa entre EL MINISTERIO y EL MUNICIPIO para la ejecución de 
intervenciones de inactivación, derribo, saneamiento, retiro de escombros, aseguramiento 
preventivo del entorno y eventual recuperación urbana de inmuebles, instalaciones, construcciones 
o estructuras utilizadas como puntos de comercialización de estupefacientes al menudeo 
requeridas por autoridad judicial o fiscal competente, conforme la normativa aplicable. 


SEGUNDA: ALCANCE Y LÍMITES DE LA COLABORACIÓN. La colaboración prevista en este 
instrumento tendrá alcance dentro del ejido urbano y jurisdicción territorial del Municipio de 
Reconquista.  


La intervención del MUNICIPIO será estrictamente auxiliar, logística, urbana, preventiva y operativa, 
conforme el objeto del presente y el plan de trabajo que se acuerde para cada caso. 


El presente convenio no habilita por sí mismo la demolición, ingreso, ocupación, afectación 
dominial, disposición de bienes, retiro de elementos probatorios ni intervención sobre inmuebles 
sin la correspondiente orden, autorización o requerimiento de autoridad judicial o fiscal 
competente. 


TERCERA: OBLIGACIONES DEL MINISTERIO. EL MINISTERIO se compromete a: 


a) Coordinar, en el ámbito de sus competencias, con el Ministerio Público de la Acusación, la Justicia 
competente, la Policía de la Provincia de Santa Fe, la Policía de Investigaciones y demás organismos 
intervinientes, los procedimientos vinculados a la inactivación o derribo de puntos de venta de 
estupefacientes al menudeo. 







b) Requerir formalmente la colaboración del MUNICIPIO cuando resulte necesaria la disponibilidad 
de maquinaria, personal, señalización, cortes de tránsito, apoyo logístico, limpieza, retiro de 
escombros, videovigilancia, asistencia preventiva o cualquier otra prestación municipal vinculada 
al operativo. 


c) Informar al MUNICIPIO, con la antelación que permita la urgencia del caso, el lugar de 
intervención, fecha estimada, horario de concentración, tipo de asistencia requerida, autoridad 
responsable del operativo, condiciones de seguridad, punto de encuentro y datos mínimos 
necesarios para la planificación municipal. 


d) Garantizar la presencia y conducción de la fuerza policial o autoridad de seguridad competente 
durante el procedimiento, incluyendo el perímetro de seguridad, la prevención de riesgos para 
terceros, el resguardo del personal municipal y el control del área de intervención. 


e) Poner en conocimiento del MUNICIPIO la existencia de la orden, autorización o requerimiento 
judicial o fiscal que habilite la intervención material, sin perjuicio del resguardo de la información 
reservada de la investigación. 


f) Designar un referente operativo ministerial para cada intervención, con facultades de 
coordinación en el terreno y comunicación directa con el referente municipal designado. 


g) Coordinar la comunicación institucional del operativo, preservando el secreto de las 
investigaciones penales, la identidad de personas involucradas y la seguridad de los agentes 
intervinientes. 


h) Promover, cuando correspondiere y conforme la normativa vigente, los mecanismos 
administrativos o judiciales de recupero de costos, reparación o repetición contra quienes 
resultaren legalmente responsables, pudiendo incluirse las constancias de informes o estimaciones 
de recursos utilizados por el MUNICIPIO. 


CUARTA: OBLIGACIONES DEL MUNICIPIO. EL MUNICIPIO se compromete a: 


a) Colaborar, con maquinaria municipal apta para tareas de derribo, remoción, carga, traslado o 
saneamiento, tales como retroexcavadoras, palas cargadoras, minicargadores, camiones 
volcadores, camionetas, herramientas manuales, vallado, conos, señalética y otros recursos 
municipales disponibles. 


b) Afectar personal municipal idóneo para la operación de maquinaria, apoyo logístico, cortes 
preventivos de tránsito, ordenamiento de circulación, vallado, señalización, higiene urbana, 
limpieza, retiro de escombros, asistencia territorial y demás tareas auxiliares que se acuerden para 
cada intervención. 


c) Coordinar la participación de las áreas municipales competentes, pudiendo intervenir la 
Secretaría de Control Público, la Agencia de Seguridad Urbana, el Centro de Operaciones y 
Monitoreo, el Departamento de Seguridad Vial, Inspección General, Protección Civil, Mantenimiento 
y Producción, Corralón Municipal y demás dependencias que resultaren necesarias. 


d) La Secretaría de Control Público municipal o quien ésta designe será referente municipal 
responsable para cada operativo, quien actuará como enlace con EL MINISTERIO, la autoridad 
policial y los organismos intervinientes. 


e) Ejecutar las tareas municipales únicamente una vez habilitada la intervención por la autoridad 
competente y bajo condiciones de seguridad suficientes, evitando ingresar al área de riesgo o a 
zonas de eventual interés probatorio sin autorización expresa del responsable del operativo. 


f) Dar cumplimiento, con la mayor celeridad posible y conforme su disponibilidad operativa, a las 
tareas de asistencia municipal requeridas en cada intervención, una vez acreditada la existencia de 
orden, autorización o requerimiento emanado de autoridad judicial, fiscal o administrativa 







competente, según corresponda, y siempre que se encuentren garantizadas las condiciones 
mínimas de seguridad para el personal municipal, terceros y bienes involucrados 


g) Registrar, a los fines administrativos internos, los recursos municipales utilizados, horas de 
maquinaria, personal afectado, vehículos, elementos logísticos y cualquier otro dato relevante para 
la trazabilidad, rendición, evaluación o eventual recupero de costos. 


h) Colaborar, cuando correspondiere, con acciones posteriores de saneamiento urbano, limpieza, 
cierre perimetral, retiro de residuos, acondicionamiento preventivo y articulación territorial con 
vecinos, sin asumir obligaciones dominiales, de obra pública permanente o de custodia del 
inmueble salvo acuerdo específico. 


i) Mantener la confidencialidad de la información operativa, investigativa o sensible que reciba con 
motivo del presente convenio, especialmente cuando su divulgación pueda afectar investigaciones 
en curso, medidas judiciales, seguridad de agentes o derechos de terceros. 


QUINTA: ACTIVACIÓN OPERATIVA.  


La colaboración municipal se activará mediante requerimiento formal del MINISTERIO o del 
organismo competente que éste indique, por nota, correo institucional, sistema de gestión 
documental, acta operativa o comunicación fehaciente, sin perjuicio de las coordinaciones 
urgentes que puedan realizarse por medios telefónicos o digitales cuando la naturaleza del operativo 
así lo exija. En todos los casos, la activación operativa deberá fundarse en la existencia de una orden, 
autorización o requerimiento de autoridad judicial, fiscal o administrativa competente, según 
corresponda, sin que el presente Convenio constituya por sí mismo título suficiente para intervenir 
materialmente sobre inmuebles, bienes o personas. 


Cada requerimiento deberá contener, en la medida en que la urgencia y la reserva de la investigación 
lo permitan: a) identificación general del operativo; b) ubicación del inmueble o zona de 
intervención; c) autoridad judicial, fiscal o administrativa interviniente; d) tipo de asistencia 
municipal requerida; e) fecha y horario estimado; f) referente operativo provincial; g) condiciones de 
seguridad; h) restricciones de circulación; i) necesidades de maquinaria, personal y apoyo logístico; 
y j) previsiones para retiro de escombros, disposición de residuos o saneamiento posterior. 


EL MUNICIPIO notificará de inmediato cualquier dificultad que impida o retrase el cumplimiento de 
los requerimientos. 
A los fines de ordenar la intervención de las áreas municipales forma parte del presente un anexo 
único denominado: PROTOCOLO OPERATIVO MUNICIPAL DE ASISTENCIA EN INTERVENCIONES DE 
INACTIVACIÓN Y DERRIBO. 


SEXTA: PLAN DE SEGURIDAD, PREVENCIÓN DE RIESGOS Y PROTECCIÓN DEL PERSONAL. 


Previo a cada intervención, LAS PARTES definirán un plan operativo mínimo que contemple punto de 
encuentro, perímetro de seguridad, cortes de calle, ubicación de maquinaria, ingreso y egreso de 
vehículos, distancia de seguridad para operarios, resguardo de vecinos, intervención de servicios de 
emergencia si correspondiera, evaluación estructural básica, presencia policial suficiente y 
medidas de prevención de accidentes. 


El personal municipal conservará su dependencia funcional, administrativa y disciplinaria respecto 
de EL MUNICIPIO. El personal provincial o policial conservará su dependencia respecto de sus 
respectivos organismos. Cada parte será responsable por el cumplimiento de las obligaciones 
laborales, aseguradoras, de ART, higiene y seguridad, licencias habilitantes y demás coberturas 
correspondientes al personal que afecte. 







Ninguna tarea de derribo o remoción deberá ejecutarse si el referente municipal advierte un riesgo 
grave, actual e inminente para el personal, vecinos o terceros, hasta tanto la autoridad operativa 
disponga las medidas de seguridad necesarias. 


SÉPTIMA: DOCUMENTACIÓN, TRAZABILIDAD Y ACTA. 


Para cada intervención se labrará un acta operativa que identifique la fecha, lugar, autoridad 
requirente, organismos presentes, maquinaria utilizada, personal afectado, tareas realizadas, 
horario de inicio y finalización, observaciones de seguridad, fotografías institucionales autorizadas 
y cualquier otra información relevante. 


La documentación municipal tendrá finalidad administrativa, logística, estadística, preventiva y de 
rendición interna, sin reemplazar las actas judiciales, fiscales, policiales o periciales que 
correspondan en el marco de la investigación penal. 


OCTAVA: COSTOS, RECURSOS Y RÉGIMEN ECONÓMICO. 


El presente convenio no implica, por sí mismo, transferencia automática de fondos, contratación de 
servicios, reconocimiento de alquileres de maquinaria ni obligación económica directa entre LAS 
PARTES, salvo que ello sea expresamente pactado mediante adenda o convenio específico 
complementario al presente. 


Cada parte asumirá, en principio, los costos ordinarios de los recursos humanos, materiales, 
vehículos y equipamiento que aporte dentro de sus competencias y disponibilidad, sin perjuicio de 
los mecanismos de compensación, recupero, reintegro o imputación presupuestaria que pudieren 
corresponder conforme normativa vigente, acto administrativo específico o decisión de autoridad 
competente. 


EL MUNICIPIO podrá elaborar informes de costos estimativos o constancias de utilización de 
recursos municipales, a los fines de su registro interno, evaluación presupuestaria, rendición, 
auditoría o eventual recupero conforme los mecanismos legales aplicables. 


NOVENA: CONFIDENCIALIDAD Y PROTECCIÓN DE INFORMACIÓN. Las PARTES se 
comprometen a mantener el secreto o la confidencialidad de la información operativa, investigativa 
o sensible que reciba con motivo del presente convenio, especialmente cuando su divulgación 
pueda afectar investigaciones en curso, medidas judiciales, seguridad de agentes o derechos de 
terceros.  El deber de confidencialidad se extiende a todos los empleados y funcionarios 
intervinientes. Queda especialmente restringida la divulgación no autorizada de datos vinculados a 
investigaciones en curso, identidad de testigos, denunciantes, imputados, víctimas, personal 
encubierto, dispositivos de seguridad, lugares, horarios operativos y cualquier otra información cuya 
publicidad pueda comprometer la eficacia de la intervención o la seguridad de las personas. 


DÉCIMA: COMUNICACIÓN INSTITUCIONAL. Toda comunicación pública vinculada a los 
operativos alcanzados por el presente convenio deberá coordinarse entre LAS PARTES y respetar las 
pautas que establezca la autoridad judicial o fiscal competente. La difusión institucional deberá 
priorizar la finalidad pública de la medida, la recuperación de la tranquilidad barrial, el respeto por 
las garantías constitucionales, la protección de datos personales y la reserva de actuaciones 
penales. 


DÉCIMOPRIMERA: PLAZO. El presente convenio tendrá una vigencia de doce (12) meses 
contados desde su firma y será renovado automáticamente salvo comunicación fehaciente en 
contrario formulada con una antelación mínima de treinta (30) días por cualquiera de las PARTES. 







Las actividades iniciadas durante su vigencia continuarán hasta su finalización, salvo decisión 
fundada de la autoridad competente o imposibilidad material debidamente justificada. 


DÉCIMOSEGUNDA: AUTONOMÍA, RESPONSABILIDAD Y NO EXCLUSIVIDAD. LAS PARTES 
conservan plena autonomía administrativa, funcional, financiera, patrimonial y de responsabilidad. 
El presente convenio no crea relación laboral, societaria, de dependencia, mandato, representación 
ni exclusividad entre LAS PARTES, ni autoriza a una parte a obligar jurídicamente a la otra fuera de 
los términos expresamente acordados. 


 


DÉCIMOQUINTA: DOMICILIOS. JURISDICCIÓN. El presente convenio se suscribe por el 
MINISTERIO ad referendum del Poder Ejecutivo Provincial, las partes fijan domicilio en los ya citados, 
en donde serán válidas todas las comunicaciones que se practicarán. 


Para cualquier divergencia vinculada con la interpretación o ejecución del presente, LAS PARTES 
procurarán agotar instancias de solución administrativa y, en caso de resultar necesario, pactan la 
competencia de los Tribunales Ordinarios con asiento en la ciudad de Santa Fe, con renuncia 
expresa a cualquier otro fuero o jurisdicción que pudiere corresponder. 


 


En prueba de conformidad y previa lectura y ratificación, se firma digitalmente este ejemplar de 
un mismo tenor y a un solo efecto en la ciudad de Santa Fe, a los        días del mes de julio del 2026.-  


 


 


 


_______________________________ 


Dr. AMADEO ENRIQUE VALLEJOS 


Intendente 


Municipalidad de Reconquista 


 


 


 


_______________________________ 


Abog. PABLO COCOCCIONI 


Ministro de Justicia y Seguridad 


Provincia de Santa Fe 


 


 


_______________________________ 


Lic. NICOLÁS SANDRIGO 


Secretario de Control Público 


Municipalidad de Reconquista 


(Área de coordinación operativa local) 


 


 


 


 


 







ANEXO ÚNICO 
PROTOCOLO OPERATIVO MUNICIPAL DE ASISTENCIA EN INTERVENCIONES DE 


INACTIVACIÓN Y DERRIBO 


1. Finalidad. 


Ordenar la intervención de las áreas municipales en operativos de inactivación, derribo, 
saneamiento o recuperación urbana vinculados a inmuebles, instalaciones o estructuras utilizadas 
como puntos de venta de estupefacientes al menudeo, garantizando legalidad, seguridad, 
coordinación y trazabilidad. 


2. Condición previa indispensable. 


Ninguna intervención municipal se realizará sin requerimiento formal del Ministerio, del Ministerio 
Público de la Acusación, de la autoridad judicial competente o del organismo que legalmente 
corresponda. Cuando la urgencia lo exija, la activación podrá ser telefónica o digital, debiendo 
dejarse constancia posterior por medio fehaciente. 


3. Fase preoperativa. 


a) Recepción del requerimiento y apertura de actuación administrativa interna 


b) Designación de referente municipal y conformación de equipo operativo. 


c) Verificación de disponibilidad de maquinaria, operadores, camiones, vallas, señalética, móviles y 
personal. 


d) Coordinación con autoridad ministerial, policial, fiscal o judicial responsable. 


e) Definición de cortes de tránsito, perímetro de seguridad, vías de ingreso y egreso, horario de 
intervención y punto de concentración. 


f) Evaluación básica de riesgos: presencia de personas, instalaciones eléctricas, gas, agua, riesgos 
estructurales, animales, residuos peligrosos, escombros, cables o condiciones climáticas. 


4. Fase operativa. 


a) Presentación del personal municipal en el punto de concentración. 


b) Identificación del responsable provincial, policial o judicial a cargo del operativo. 


c) Verificación de perímetro seguro antes del ingreso de maquinaria. 


d) Ejecución de tareas municipales autorizadas: derribo, remoción, carga, traslado, limpieza, vallado, 
señalización o asistencia logística. 


e) Registro administrativo de recursos utilizados y novedades relevantes. 


f) Suspensión preventiva de tareas ante riesgo grave para personas, terceros, operadores o bienes, 
hasta que se restablezcan condiciones de seguridad. 


5. Fase postoperativa. 


a) Retiro ordenado de maquinaria, personal y elementos municipales. 


b) Limpieza inicial y retiro de escombros cuando esté autorizado y sea materialmente posible. 


c) Elaboración de acta o informe municipal con fecha, lugar, autoridad requirente, tareas, 
maquinaria, personal, horarios, fotografías autorizadas y observaciones. 


d) Elevación del informe a la autoridad municipal competente y, de corresponder, al Ministerio u 
organismo requirente. 







e) Evaluación de medidas posteriores: cierre preventivo, saneamiento, iluminación, recuperación 
barrial, intervención social o comunicación institucional. 


6. Recursos municipales posibles. 


Maquinaria: retroexcavadora, pala cargadora, minicargador, camiones volcadores, camionetas, 
herramientas y equipos disponibles. 


Personal: operadores de maquinaria, choferes, cuadrillas de limpieza, personal de tránsito, 
inspección, seguridad urbana, protección civil, mantenimiento y áreas de apoyo. 


Logística: vallas, conos, cartelería, cintas de seguridad, señalización preventiva, móviles, 
comunicación radial o telefónica, apoyo de monitoreo urbano y registro administrativo. 


7. Indicadores mínimos de seguimiento. 


a) Cantidad de intervenciones asistidas. 


b) Horas de maquinaria municipal afectadas. 


c) Cantidad de agentes municipales afectados. 


d) Cantidad de camiones o viajes realizados para retiro de escombros. 


e) Tiempo total de intervención municipal. 


f) Incidentes o riesgos registrados. 


g) Acciones posteriores de saneamiento o recuperación urbana. 


8. Criterio de resguardo institucional. 


Toda intervención municipal deberá dejar claro que el Municipio colabora con logística, maquinaria, 
personal y ordenamiento urbano, pero no dirige la investigación penal, no decide el derribo, no 
sustituye a la autoridad judicial o fiscal y no asume custodia policial del inmueble o de las personas 
involucradas. 


 


 


 


 


 


_______________________________ 


Dr. AMADEO ENRIQUE VALLEJOS 


Intendente 


Municipalidad de Reconquista 


 


 


 


_______________________________ 


Abog. PABLO COCOCCIONI 


Ministro de Justicia y Seguridad 


Provincia de Santa Fe 


 


_______________________________ 


Lic. NICOLÁS SANDRIGO 


Secretario de Control Público 


Municipalidad de Reconquista 


(Área de coordinación operativa local) 
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		SANDRIGO Nicolas
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